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CONSIDERACIONES DE UN SOCIÓLOGO 
SOBRE LA PROFESIÓN LEGAL

Talcott Parsons
             En esta ocasión, como sociólogo, lo único que me permite decir algo de interés a un grupo de abogados es el hecho que siempre me consagré de modo general a la estructura y el funcionamiento de las sociedades modernas, particularmente a los de los Estados Unidos y que tuve especial interés en  el lugar ocupado por las profesiones en tales sociedades. Por lo tanto, no ofrezco la visión de un participante directo sino una especie de perspectiva exterior de la que es capaz un extraño.  Comenzaré con dos observaciones muy generales, una sobre nuestra sociedad, la otra sobre el lugar histórico de la profesión legal en ella.
Nuestra conflictiva sociedad actual
El gran conflicto ideológico de nuestro tiempo, que por el momento abarca todo el mundo occidental, se da entre quienes proponen los méritos del “capitalismo” o la “libre empresa” como “sistema” y quienes apoyan el ‘socialismo”, sea en su variedad comunista o no. Quienes proponen el primero incluyen gratuitamente el “beneficio” (o lucro)como uno  do los principales rasgos y; desde su punto  de vista, como una  de las virtudes del sistema de libre empresa. Quienes proponen el socialismo miran con desconfianza que se concedan importantes atribuciones y  responsabilidades sociales a organismos que no sean los de la autoridad pública. 
               Resulta curioso que los ideólogos hayan ignorado la presencia y significación estratégica de un conjunto de grupos ocupacionales que, según su propia opinión, y según la opinión general del público, no se consagran fundamentalmente a la meta del propio beneficio, sino más bien, en cierto sentido, al “servicio”, pero que igualmente no se componen primordialmente de funcionarios públicos, aunque una proporción considerable de ellos se encuentra en empleos del gobierno; me refiero a las profesiones. Pero los datos históricos comparativos sobre las sociedades muestran muy claramente que el status de las profesiones en nuestra sociedad es único en la historia. Aunque los abogados romanos eran famosos, el desarrollo del derecho como profesión es por cierto mucho mayor hoy, y el  médico, el ingeniero, el profesor universitario se encontraban en aquel tiempo en sus meros comienzos si se compara  con la situación actual.
          Constituye una paradoja el hecho de que este grupo clave  ─ la vanguardia del desarrollo de la ciencia y de su aplicación, de la educación y depositario de sus tradiciones legales ─  no encuentre un lugar de importancia en ninguno de los dos grandes sistemas ideológicos de nuestro tiempo.
El lugar histórico de la profesión legal

             La segunda observación se refiere a que la profesión legal tal como emergió a fines de la Edad Media, particularmente con el resurgimiento del Derecho Romano en las universidades italianas. Aunque muy relacionados con el desarrollo del Estado secular moderno, es probablemente correcto decir que desde el comienzo los abogados mantuvieron cierta independencia de la autoridad política como tal. El abogado, aunque en muchos respectos dependía de los príncipes, era siempre en cierto grado un experto independiente cuyas doctrinas acerca del derecho no eran simplemente un modo de expresión de los intereses del poder de sus superiores  políticos. Éste es un hecho característico en general de las profesiones y lo fue del derecho desde los comienzos de su historia moderna. [No olvidar que, según Apunte 1, fue Rudolf  Virchow (1812-1902) quién define las características actuales de las profesiones, especialmente medicina]
    Funciones sociales manifiestas y latentes (1)  
             En el breve análisis, que sigue será necesario observar cierto grado de abstracción. Algunos en particular, incluidos algunos abogados, opinarán, cuando haya concluido, que pinté un cuadro excesivamente “rosado” de la profesión  legal. Esto es casi inevitable cuando el objetivo es dirigir la atención sobre ciertos aspectos de lo que los sociólogos llaman las “funciones latentes” de un conjunto de instituciones legales. Este análisis se consagrará principalmente a esta tarea y no debe considerarse por lo tanto una estimación general del valor de la profesión legal. Se darán, algunas indicaciones sobre los puntos en los cuales se afirman tendencias desviadas, como la excesiva sumisión a las presiones de los intereses de los clientes, el sentimentalismo y el formalismo. Pero la estimación de cuán lejos llegan estos (y probablemente otros) tipos de desviación, es un problema complejo sobre el cual no debe prejuzgarse. Hay quizá cierta verdad en el adagio ‘donde hay horno hay fuego’.
            

Al mismo tiempo hay abundantes pruebas sociológicas de deformación ideológica en la otra dirección. Existen muchas razones por las cuales la profesión legal es un conveniente chivo emisario para varios grupos de la sociedad.
Todo análisis y estimación competente de estos aspectos menos rosados del lugar de la profesión en nuestra sociedad, exigiría un escrupuloso examen y una investigación prolongada. Una apreciación adecuada del aspecto positivo del caso es una condición esencial de la evaluación de la otra cara de la medalla. 
Me gustaría ahora pasar revista a algunas pocas consideraciones sobre la moderna profesión legal norteamericana en el contexto de la ubicación general de las profesiones en nuestra sociedad. Según la terminología sociológica, una profesión es un conjunto de roles “ocupacionales”, esto es, roles en lo que las personas a las cuales incumben desempeñan ciertas funciones valoradas en la sociedad en general y, mediante estas actividades, es típico que se ganen la vida” en un “trabajo de dedicación exclusiva”. Entre los tipos  de roles ocupacionales, el profesional se distingue en gran medida porque una parte importante de la tradición cultural de la sociedad se confía a los que tienen a su cargo algunos de estos roles. Esto significa que el miembro típico  se forma en esa tradición, habitualmente, por un proceso de educación formalmente organizado, de modo que sólo aquellos debidamente formados se consideran calificados para ejercer la profesión. Además sólo los miembros de la profesión se consideran calificados para interpretar la tradición en forma autorizada y, si ésta lo admite, desarrollarla y mejorarla. Finalmente, aunque habitualmente existe una considerable división de trabajo dentro de este grupo, a una sustancial proporción de los miembros de la profesión les concernirá la “aplicación práctica’ de la tradición a una variedad de situaciones en las  que puede resultar útil a otras personas distintas de los miembros de la profesión misma. El profesional es, pues, un “especialista técnico” de cierta clase en virtud de su dominio y su pericia para utilizarlo. 
              Dada la fundamental importancia de la especialización en relación con el dominio de una tradición cultural, como criterio de un rol profesional, es necesario decir algunas palabras sobre los que son, desde el punto de vista de un sociólogo, los rasgos más importantes del derecho como tradición cultural y su ubicación en la sociedad. El derecho, por supuesto, consiste en un cuerpo de normas o reglas que gobiernan la conducta humana en las situaciones sociales, esto es, relaciones que implican las relaciones de los hombres con otros hombres. Siguiendo a Roscoe Pound, puedo distinguir el derecho de otros cuerpos de tales reglas, como los que gobiernan los asuntos de las organizaciones “privadas”, en cuanto las reglas del derecho se consideran suficientemente importantes para el interés público como para ser sancionadas formalmente en la “sociedad políticamente organizada”. Es esencial en primer lugar tener en cuenta que no hay una línea divisoria clara entre lo que concierne o no concierne a la sociedad políticamente organizada, y, por lo tanto, al derecho como tal. Se trata más bien de una línea indefinida y en continuo movimiento en la relación con la legislación y los dictámenes de  las cortes y aun con los reglamentos administrativos. Es un hecho de primera importancia en este sentido que el derecho “formal” se continúe con lo que los sociólogos llaman “control social informal”.
          Para utilizar una clasificación que es enteramente familiar a los abogados, puede decirse que las reglas legales se ubican en cuatro categorías. Incluyen primero, prohibiciones, segundo autorizaciones explícitas, esto es sanciones de actos cuya legitimidad podría ser objeto de dudas (este es un aspecto importante de lo que se llama “derechos”’y prescripciones, esto es, la necesidad de que en condiciones definidas se lleven a cabo ciertos desempeños positivos (obligaciones) Tras estas “doctrina”  más específicas del derecho, debe haber por supuesto ciertos “estándares” de aplicabilidad, tales como el “debido proceso de la ley”, el “debido cuidado” o “conocimiento de la diferencia entre lo justo y lo ilícito”. La cuarta clase de reglas son las procesales, que no enuncian sustantivamente lo que se espera que hagan o no hagan los hombres, sino cuál es, en relación con los organismos legales, el procedimiento adecuado para determinar y dar fuerza a los propios derechos, o, viceversa, el de los organismos legales para determinar e imponer el cumplimiento de las obligaciones. La fundamental importancia del componente procesal de nuestra propia tradición legal es por supuesto evidente. 
             Esta tradición legal nuestra existe en una sociedad extremadamente compleja y dinámicamente cambiante. Se apoya en ciertas fuentes escritas de autoridad reconocida, cuya médula es la constitución federal y las constituciones de los particulares Estados, y ciertos procesos de cambio formalmente  legitimados, de los cuales son ejemplos obvios la legislación ordinaria y los procesos de reforma constitucional. Pero la existencia misma de la profesión legal como entidad en la sociedad es un resultado del hecho de que el mantenimiento de tal tradición en términos de su propia integración y continuidad, y su aplicación en relación con nuestro multifacético sistema de intereses sociales, no seria posible sin algún poderoso mecanismo intermediario que operara entre los órganos políticos que tienen suprema autoridad legal, los documentos constitucionales y los actos formales de las legislaturas, y la implementación efectiva del control legal de los procesos sociales vigentes. 
           La profesión legal no es el único mecanismo que opera en este contexto. Los diversos otros canales a través de los cuales son influidas, tanto la acción legislativa como la ejecutiva del gobierno, se hallan también implicados. Sin embargo, la profesión legal es uno de los más importantes de éstos, y, desde una amplia perspectiva, probablemente el más importante. 
         Como tal, la profesión tiene ciertas características sociológicas sumamente importantes. En primer lugar, se encuentra en una posición curiosamente ambigua de dependencia e independencia respecto del Estado. Las leyes de las cuales es responsable son promulgadas oficialmente por el Estado. Parte de su estructura, los tribunales, los departamentos de justicia, los ministros de justicia, etcétera, son directamente órganos de la autoridad política. El miembro del foro es formalmente un “funcionario del tribunal”, y, por ejemplo, la exclusión del foro es un acto de la autoridad política. 
          Al mismo tiempo y en aspectos por lo menos igualmente importantes,  lo profesión es independiente de la autoridad política. Aún los jueces, aunque funcionarios públicos, son considerados integrantes de una clase especial con inmunidades especiales. El miembro ordinario del foro no es pagado por la autoridad pública sino por sus clientes. Las asociaciones de abogados no son de ninguna manera órganos del estado, sino asociaciones privadas de sus miembros. Finalmente, aunque no en último término en cuanto a importancia, las escuelas de derecho, que tienen la función decisivamente importante de formar abogados, son, también muy definidamente, no órganos del Estado, sino partes integrantes de las universidades. De esta manera lo he dicho, la profesión ocupa una posición independiente sometida a ciertos controles tanto del Estado como de los elementos no legales del control de las universidades, para no hablar de la influencia de los clientes. Sin embargo que esta es considerada una posición “fideicomisaria” es sobre todo evidente a través del hecho de que el derecho se ubica como una profesión y no un “negocio”. La relación entre abogado y cliente es una relación de “delegación”, no de competencia por la obtención de beneficios; el cliente paga por el “servicio” recibido y no son sus honorarios la “inversión” más favorable que pueda obtener en un mercado competitivo; la ley garantiza que su comunicación con el abogado sea confidencial, y no pueden ser revelados en beneficio del abogado o de algún Otro 
          La posición de la profesión legal en la estructura social es pues, “intersticial” y éste es uno de los hechos más importantes acerca de ella. En primer lugar, no sólo “se orienta respecto” de la estructura de la autoridad política, sino que además, en una importante medida, “se integra” con ella. Pero, en segundo lugar, se organiza en torno a la custodia parcialmente independiente de la tradición legal, sobre la cual tiene prerrogativas de monopolio independientes, formal  e informalmente reconocidas; así, en general, sólo se eligen o se designan para las funciones judiciales abogados adecuadamente formados y probados. Finalmente, en tercer lugar, la profesión tiene los más de sus tratos con personas privadas, ya sea individuales o colectivas, y se encuentra estrechamente vinculada con sus asuntos e intereses, hasta tal punto,  que no es poco frecuente el cargo de que es meramente un “instrumento” de estos intereses. Analizaré sucesivamente cada una de estas “facetas” de la posición intersticial de la profesión y luego comentaré algunas de las consecuencias sociológicas de la situación.
              Parece mejor comenzar por los problemas de la relación con la tradición cultural del derecho. En primer lugar debe observarse que además de las dificultades de imponer la observancia de las reglas legales, tarea por la que, por supuesto, la profesión legal como tal no es primordialmente responsable, existe un problema críticamente importante de “interpretación” por lo menos en dos sentidos. El primero de ellos concierne primordialmente a la relación con el cliente y se lo comentará más detalladamente más adelante. Se trata de la “aplicación” a las situaciones prácticas especificas enfrentadas por los clientes. En este caso el problema del cliente no radica de ninguna manera simplemente en su motivación para conformarse con la ley o evadirla, sino en saber cuáles son sus derechos y sus obligaciones. Y, el mismo hecho de que tan a menudo tenga que dirigirse al abogado para resolver sus problemas indica que, a pesar del mayor conocimiento del abogado, aún para él esta interpretación presenta problemas que con frecuencia están muy lejos de ser sencillos. Aun cuando la resolución definitiva dependa de las legislaturas o de los jueces, la importancia del trabajo de los miembros de la profesión legal al formular los problemas y poner en orden los datos de hecho de los que dependen los fallos, no debe subestimarse. 
          El segundo es el conjunto de problemas implícitos en la coherencia interna y, por ende, la estabilidad de la tradición legal misma, en un sentido que incluye el cambio ordenado. La gravedad y la dificultad de los problemas presentados por los conflictos entre leyes que se contradicen son bien conocidas de los abogados. El derecho anglo norteamericano, por supuesto, depende grandemente del fallo judicial y, a través de éste, de la acumulación de precedentes. Pero el problema de mantener la coherencia interna del sistema de  precedentes, por lo menos en un grado tolerable, es sumamente formidable. Además debe haber una orientación respecto de la autoridad de los documentos constitucionales básicos, lo cual naturalmente significa su continua reinterpretación, y respecto de las nuevas leyes positivas que continúan siendo promulgadas. 

             Los problemas que enfrenta nuestra profesión legal en este respecto pueden compararse con otros dos tipos de situaciones. Uno es la analogía con las profesiones a las que concierne la aplicación del conocimiento científico, tales como la ingeniería y la medicina. En estos casos es un hecho sociológicamente fundamental que el conocimiento de que se dispone está muy lejos de adecuarse a las necesidades prácticas. No obstante, el conocimiento científico establecido constituye por cierto un punto de referencia sumamente estable. Por lo tanto, la “autoridad” de los grupos profesionales pertinentes para las interpretaciones puede ser siempre referida a tal conocimiento establecido. Ésta es, además, una base de referencia cada vez más estable. El otro tipo de caso es muy diferente: aquel en el que la autoridad emana de una fuente por sobre la cual no hay apelación posible. La lglesia Católica Romana es quizá el ejemplo global más notorio, aunque el Partido Comunista Soviético es en algunos respectos similar. El punto esencial es que se supone que la “doctrina correcta” no depende de ninguna voluntad humana, sino que es infaliblemente específica y definida y cuenta para su implementación con un órgano humano claramente autorizado. 
           Comparado con estos dos casos, nuestro derecho secular es mucho más laxo respecto de sus puntos de referencia. La Constitución es considerablemente menos definida que los cánones de autoridad de la iglesia, y aun la Corte Suprema es menos “canónica” que el papado. La profesión legal, pues, tiene que mantener difíciles equilibrios en una tradición que es ella misma extremadamente compleja, que se aplica a condiciones sumamente complejas y cambiantes, que se encuentra sometida a muy graves presiones ejercidas por grupos de intereses, que se apoya en la autoridad de documentos muy generales y en parte ambiguos, sometidos a cambiar dentro de limites considerables, por causa de una “voluntad popular” más o menos arbitraria e impredecible. 
       Sabemos, luego del análisis de muchas situaciones semejantes, que al estar a cargo de tales funciones en condiciones en que, dentro de considerables limites, no pueden obtenerse respuestas “adecuadas”, es fuente de tensiones. Sabemos también que en relación con tales tensiones, es probable que se produzcan tendencias hacia varios tipos de conducta “desviada”.  Una de estas consiste probablemente en ceder ante la conveniencia, especialmente  tal como se encarna esta en las tentaciones financieras y las presiones provenientes de los clientes.  Las tendencias ideológicas de nuestra sociedad son tales que en muchos círculos reinan casi con toda certeza opiniones exageradas a este respecto sobre los abogados, pero no se puede dudar que hay la tendencia a abdicar responsabilidades en beneficio del propio interés  financiero o meramente para “tener paz” ante graves presiones. 
          Un segundo tipo de desviación consiste en un exagerado “formalismo” legal, la tendencia a insistir en lo que se supone que es la “letra” de la ley sin la debida atención por un equilibrio “razonable” de las diversas consideraciones.  Los “tecnicismos” legales pueden ser y de hecho son invocados como armas tácticas en varios tipos de procedimientos, punto que se analizará brevemente más adelante, pero aparte de su uso instrumental, hay indudablemente en muchos ambientes legales tendencia a exagerar la importancia de que sean formalmente “correctos” hasta el último detalle. En términos psicológicos, la profesión legal tiene probablemente cuanto menos una parte igual, si no mayor que otras ocupaciones, de “personalidad compulsiva”. Lo que queremos poner aquí de relieve es que esta tendencia de la profesión no resulta simplemente del hecho de que un cierto tipo de gentes sean abogados, sino que surge de la situación en la que los abogados como grupo se encuentren ubicados. 
            Puede decirse que el tercer tipo de tendencia desviada que predomina en el derecho es  la exageración “sentimental” de los sustanciales reclamos de los cliente, u otros “intereses” representados por el abogado. De este modo los abogados de una sociedad pueden mostrarse más líricos acerca de los derechos de la “propiedad” de lo que justifica la tradición legal general, y del mismo modo los abogados de un gremio sobre los “derechos humanos”, y así sucesivamente. O, para tomar otro ejemplo, el abogado que se identifique con un cliente perjudicado al punto de luchar para obtener una indemnización que un examen más frío revelaría excesiva, es culpable de “sentimentalismo” en este sentido.
            Los problemas de la relación de la profesión con el Estado, exigen relativamente pocos comentarios, pues ya se señalaron varios puntos más arriba. Pero en primer lugar debo observar una vez más que algunos abogados son funcionarios públicos, en especial las judiciales, se reservan exclusivamente para los abogados. Además, todo abogado, en virtud de su admisión al foro, se convierte, en un sentido limitado y cualificado, en funcionario público, como “oficial del tribunal”. La profesión es de este modo una entidad que, por decirlo así, penetra los limites entre las funciones y las responsabilidades privadas y las públicas. Sus miembros actúan en ambas funciones y la profesión tiene decidido anclaje en las dos. 
          Esta posición, aunque por supuesto incide diferentemente en los diferentes sectores de la profesión, somete el aspecto independiente de la profesión a toda una serie de tensiones en su relación con la autoridad política. En primer lugar, como se lo observó, el abogado privado, al asesorar a su cliente, y el juez, al fallar en los casos, quedan ambos colocados en una situación difícil y, a veces imposible, al tener que decir qué es de hecho la ley. En parte es un problema de interpretación de la fraseología vaga o  ambigua de los documentos. En parte depende del hecho de que las legislaturas algunas veces sencillamente se contradicen, de modo que debe haber alguna corrección legislativa, proceso que es tan engorroso que resulta imposible en un lapso razonable, o alguna especie de compromiso “extralegal”. Finalmente, pueden presentarse casos de simple inaplicabilidad. Algunas veces la ley, tomada al pie de la letra, exige que el ciudadano haga lo que le es imposible o, si es posible, sólo lo es mediante lo que el sentimiento público juzga excesivo sacrificio.
        Lo que es cierto en relación con la legislación es también cierto, con diferencias, respecto de los órganos ejecutivos del gobierno. A éstos cabe la responsabilidad de llevar a cabo las decisiones de las legislaturas. Pero tropiezan con las mismas dificultades de interpretación que los tribunales y los abogados. Tienen intereses que los predisponen a una interpretación antes  que a otra. Esto puede llevar a un choque entre sus intereses propios y los de las personas privadas (individuales o colectivas) o entre diversos órganos del gobierno. 

                  Así como desde un cierto punto de vista el proceso mismo de elaboración de leyes es un mecanismo para solucionar los conflictos de la sociedad y establecer normas. La profesión legal es una especie de línea de defensa “secundaria” contra las consecuencias desorganizadoras del conflicto. Actúa como amortiguador entre la legislatura, el órgano ejecutivo y el público general, la ley ayuda a limar incoherencias e irrealismos, a proteger contra intereses especiales de la rama ejecutiva del gobierno o de unidades particulares de ella, etc. En el desempeño de esta función mediadora, el punto más importante que debe observarse es la posición independiente y responsable de la profesión. No es exclusivamente un órgano ni del Estado, ni de los intereses privados de sus clientes. Esta posición independiente se apoya en la institucionalización de su propia tradición, en el equilibrio entre intereses y en la integración con otras estructuras de la sociedad que son relativamente independientes, en especial las universidades o través de las escuelas de derecho. 
             Finalmente, pueden decirse unas pocas palabras sobre la relación de la profesión legal con el público, esto es, con los clientes “privados”. Uno do los hechos principales que deben subrayarse es la enorme gama de cosas que hacen los abogados por sus clientes. Esto se revela en clases diferentes de especialización; desde el juez hasta los especialistas en impuestos, en patentes, en conflictos laborales y muchos otros. También se revela en las muchas cosas hechas por abogados y, particularmente, el hecho de que el dominio técnico del derecho se encuentre implícito en sólo algunas de ellas y en muchas situaciones no constituye el elemento más importante. Algunos de estos puntos pueden comentarse brevemente.
                El primer conjunto de consideraciones deriva del hecho de que la tarea de un abogado privado consiste en asesorar a su cliente en relación con una situación concreta, por lo cual su comprensión de las situaciones en las que se ven implicados los clientes del tipo con el que mantiene trato es tan importante como su conocimiento del derecho. Además su función no se reduce a la comprensión de estas situaciones y a la relación de éstas con la ley, sino que implica su intervención en ellas de variadas maneras. A este respecto, sobre todo lo que puede llamarse “destreza” (know how) acerca de las situaciones pertinentes, tales como componérselas para definir un problema o qué posibilidades haya de solucionar un conflicto, es de suma importancia. Finalmente, se recurre a los abogados para que lleven adelante toda una serie de negociaciones en nombre de sus clientes, algunas veces, con los abogados que representan la parte opuesta, otras, directamente con personas privadas. En tales situaciones el conocimiento del derecho es a menudo un instrumento esencial para llevar a feliz término una negociación, pero de por si no basta para conceder la destreza para manejar a la gente, que es lo que hace a un buen negociador. Estas consideraciones evidentemente se relacionan con el vasto número de soluciones de conflictos potenciales o efectivos a que han llegado los abogados sin intervención directa de la autoridad pública. Esto abarca desde el evitar un conflicto de intereses por el asesoramiento previo acerca de cómo manejar una situación, o quizá la intervención activa en ella, pasando por “soluciones fuera de los tribunales” alcanzadas sin haber llegado nunca ante éstos, hasta casos llevados ante los tribunales pero solucionados sin juicio 
            El segundo contexto fundamental, que deseo analizar brevemente, se refiere al hecho de que el abogado representa a su cliente en situaciones que con mucha frecuencia implican un conflicto de intereses con el contrincante del cliente, situación que se dramatiza en alto grado, por supuesto, cuando el
caso es llevado ante los tribunales. Aquí el rol mediador de la profesión se hace claramente evidente en el hecho de que los abogados de ambas partes no se hallan personalmente implicados en el caso como sus defendidos, y pueden a menudo negociar entre sí sin ser conmovidos por sus emociones en igual grado que aquéllos. Al menos, son “colegas” abogados, vinculados por la solidaridad de su profesión y, con no poca frecuencia se conocen bien entre sí, no sienten antagonismos personales y están acostumbrados a trabajar juntos. 
            En tal sentido, el aspecto procesal del derecho y el dominio que de éste tenga el abogado, muestran su importancia. Porque atenerse al procedimiento reduce y define los problemas y dispone a que las partes y la opinión pública estén más  dispuestas a aceptar una solución cuando se llega a ésta. El procedimiento, además, tiene la importancia de mitigar la tensión a que está sometido el abogado. El hecho de que el caso pueda juzgarse por un procedimiento fijo, lo libra en parte de la presión del compromiso por la causa de su cliente. Puede sentir que, si “hace lo mejor de que es capaz” y ha asegurado un juicio justo para el caso de su cliente, está libre de responsabilidad si se pronuncia un veredicto desfavorable si este llega. Puede incluso hacerse cargo de un caso con considerables reservas acerca de la solidez de sus fundamentos, contando con que la justicia en los procedimientos protegerá los intereses del contrincante. Precisamente el hecho do que al abogado se le conceda una posición de responsabilidad independiente, aunque parcialmente informal e inoficial, tanto respecto de los intereses de su cliente como de los del “derecho”, significa que debe haber mecanismos que mitiguen la presión a la cual se encuentra sometido en esta posición. La importancia que se da al procedimiento en nuestro sistema legal parece adecuarse a este contexto. 
           Debe también mencionarse aquí otro aspecto de la responsabilidad independiente del abogado, esto es, la protección de la naturaleza confidencial de la relación que mantiene con el cliente. En cierto sentido, se encuentra en posición de proteger a su cliente contra si mismo, pues si éste dice algodestemplado o torpe en el curso de la conferencia con su abogado, puede estar seguro de que no serán divulgadas. Pero de modo semejante, el abogado mismo se encuentra protegido, pues se le permite participar de asuntos privados sin comprometerse demasiado, ya sea respecto de un pronunciamiento sobre la legalidad de la posición del cliente, ya sea en responsabilidades para con su cliente que vayan a menudo más allá de su relación profesional.
             El precedente análisis mencionó hechos que son familiares a todo abogado y que de ninguna manera le son nuevos. Lo hice, sin embargo, con el objeto de dejar sentado que la profesión legal ocupa un lugar en nuestra estructura social y desempeña funciones para beneficio de ella, de lo cual, probablemente, el abogado medio es sólo parcialmente consciente. Desempeña su tarea en el tribunal a beneficio de su cliente, etc., en la medida que sus alcances se lo permiten y, justificadamente, siente que esa tarea es también de importancia para la sociedad. Lo que debe señalarse como conclusión esencial es cómo, en general, teniendo debida cuenta de la incompetencia y la tendencias a las argucias que en cierto grado se da en todo grupo grande, estas funciones son útiles para la sociedad.
         Con las calificaciones apropiadas para los rasgos específicos de su rol y situación, la profesión legal comparte ciertas características fundamentales  con las otras profesiones. Sus miembros son entrenados e integrados con una parte peculiar de nuestra tradición cultural, y se les confía responsabilidades en su mantenimiento, desarrollo y aplicación. Se espera de ellos que rindan un “servicio” al público, dentro de ciertos límites, sin consideraciones por el propio interés inmediato. El abogado ocupa un aposición de responsabilidad independiente, de modo que no es sólo un servidor ni del cliente, aunque representa el interés de este, ni de ningún otro grupo, en el caso del abogado, de autoridad pública.
            Sobre todo, el miembro de una profesión se ubica entre dos aspectos fundamentales de nuestra estructura social; en el caso del derecho, entre la autoridad pública y sus normas, y el individuo o grupo privado cuya conducta o intenciones pueden acordarse con la ley o no. En el caso del médico es entre el mundo de la enfermedad y el de la salud; él mismo se define como no enfermo, pero se relaciona más íntimamente con el enfermo que cualquier otra persona. En el caso del maestro, es entre el mundo de  la infancia o, a niveles avanzados, de relativa “falta de entrenamiento” y el status del entrenamiento pleno. 
           En este sentido, sociológicamente las profesiones pueden considerarse como lo que llamamos “mecanismos de control social”. O bien, como la profesión de la enseñanza, contribuyen a “socializar” a los jóvenes, a ponerlos de acuerdos con la expectativa de una plena participación en la sociedad, o de volver a sus miembros a ese acuerdo cuando se han desviado, como en el caso de la profesión médica. La profesión legal hace esto, pero también otras dos cosas: en primer lugar, impedir la desviación mediante el asesoramiento de su cliente, conservándolo en una posición correcta y también “apaciguándolo” algunas veces, y, en segundo término, si se llega a una situación grave, aplicar el procedimiento por el cual se llega a un fallo socialmente sancionado sobre el status del cliente, en los casos dramáticos de derecho penal, la determinación de su inocencia o su culpa de un crimen.          Salvo la determinación formal de la inocencia o la culpa, que tienen ciertos rasgos especiales, el análisis demostró que el desempeño eficaz de estas funciones depende de que el rol que desempeñan cumpla ciertas condiciones sociológicas generales.  Éstas resultan mas claras en relación con las funciones psicoterapéuticas de la profesión médica. Puede demostrarse sin embargo que son de una significación considerablemente más general, pues se aplico la “socialización”, tanto en la familia como en la escuela, a algunos aspectos del ritual religioso y a varias otras situaciones. Para concluir puedo esbozar brevemente estas condiciones e indicar como se aplican al caso legal. 
           En primer lugar, en situaciones de tensión, parece que se requiere margen para una cierta permisividad en la expresión de actitudes y sentimientos que, en situaciones ordinarias, serian inaceptables. Si esta permisividad ha de operar con eficacia, debe asociársela con el alivio de la ansiedad. Para que sicológicamente una persona  pueda “quitarse un peso del corazón” debe asegurársele que, dentro de ciertos limites, no entrarán en vigor la sanciones que serian ordinarias o posibles en otra situación. En general, esto implica una situación protegida. El carácter confidencial de la relación del abogado con su cliente procura justamente esa situación. El cliente puede hablar francamente a un oído comprensivo y experto sin tener repercusiones inmediatas. Lo que va a ser trasmitido más allá de esta relación confidencial pasará por el cedazo del juicio del abogado. 
             En cierto grado, una cosa análoga ocurre en otras fases del proceso  legal, en especial en la recepción de pruebas por los jueces en audiencia 
privada. Podría ser un rasgo del proceso del juicio mismo y, en las circunstancias más favorables, probablemente lo es. Sin embargo, esta tendencia se contrarresta por la publicidad de los juicios, que ha desarrollado rasgos más bien especiales en este país por causa de ciertas características de nuestra prensa. 
              En el caso del derecho, las situaciones de tensión con las que trata se centran en gran medida en los conflictos. Uno de los más importantes aspectos del procedimiento legal es el de ofrecer mecanismos para “enfriar” las pasiones despertadas en tales situaciones. Indudablemente el abogado privado hace eso en gran medida. Como el médico, ayuda a su cliente a ”enfrontar la realidad”, a reducir sus exigencias a lo que tiene probabilidades reales de “sostenerse” en la corte o en las negociaciones directas, y a advertir y, emocionalmente, aceptar que la otra parte puede tener también sus razones. El elemento de demora en llevar las cosas a término, aunque Indudablemente se lleva demasiado lejos por causa de un muy atestado calendario legal, etc., puede tener una función similar. Lo importante aquí es que una persona sometida a tensión debe tener alguna oportunidad para “alivio de la tensión”, que sea considerada institucionalmente legítima. 
             En segundo lugar, constituye un rasgo de los tipos de situación en los que estoy pensando, que haya cierta seguridad de “ayuda” o “aceptación” dentro de límites más amplios de lo que sería probable en otras circunstancias. El médico, en cierto sentido, tiende a ser particularmente “tolerante” con los seres humanos; no los juzga moralmente, sino que trata de “ayudarlos” de la mejor manera posible. Ciertos rasgos de la práctica legal parecen también adecuarse a esta pauta.. Aunque existe la expectativa de que el abogado no intentará conscientemente que una persona que el sabe culpable de un crimen quede en libertad, existe por otra parte la presunción de que el cliente tiene derecho a un “juicio justo” no sólo en el sentido formal, sino a que su abogado lo escuche y lo ayude dentro de los límites de la razón y la ética profesional. El abogado no se escandaliza de la misma manera que el público general; está familiarizado con las complejidades de la vida humana y se encuentra dispuesto a “dar un respiro” a la persona que se haya complicado en una situación difícil. La presunción de inocencia, no sólo como canon del procedimiento formal de los juicios, sino como tendencia profundamente arraigada en el ethos de la profesión, quizá sea el núcleo primario de este rasgo de la institución legal. Lo simboliza de modo sorprendente  el hecho de que, como la profesión médica, el pago por los servicios dispensados por los abogados no sé asienta sobre una base “comercial” ordinaria, sino sobre una “escala móvil” que presupone que el abogado está dispuesto a ayudar a su cliente aunque el beneficio económico que ello le signifique no guarde proporción con el tiempo que lo consagre. 
              Pero aunque el abogado tiende tanto a ser permisivo respecto de su cliente como a ayudarlo, el cuadro tiene otro aspecto. Después de todo, se ha formado en la gran tradición del derecho. Como miembro de una gran profesión, acepta la responsabilidad de la integridad de ésta, y toda su posición en la sociedad centra esa responsabilidad sobre él. Su función respecto de sus clientes no consiste de ninguna manera sólo en “darles lo que piden” sino a menudo en resistir a sus presiones y en hacerles comprender las dificultades de la situación en que se encuentran, no sólo respecto de lo que pueden esperar obtener, aun con una inteligente ayuda legal, sino respecto de lo que la ley les permitirá hacer. En este sentido, pues, el abogado se ubica como  una especie de amortiguador entre los deseos ilegítimos de sus clientes y el interés social. Aquí “representa” a la ley antes que al cliente. Su tendencia a ceder en ciertas circunstancias ante las presiones del interés del cliente es uno de los modos, como se lo observó antes, de manifestar una conducta “desviada”. Pero en relación con esto puede atrincherarse al formalismo de la ley para resistir a estas presiones. Desde el presente punto de vista, lo significativo es que estas dos funciones se combinan ambas de un modo particular en el mismo agente. 
                     Las que llamé antes permisividad y ayuda son relativamente “incondicionales”, pues el abogado no traicionará la confianza de su cliente, ni le rehusará la presunción de inocencia mientras escucha su narración. Pero hay otra clase de servicios que deben tratarse como condicionales, esto es, los servicios positivos que están dispuestos a dispensar, especialmente los desempeñados en público, donde la reputación del abogado puede ser afectada. El aspecto negativo de esto —lo que el abogado se rehúsa a hacer por su cliente— acaba de exponerse, pero hay también un aspecto positivo. Su competencia legal, su conocimiento de las situaciones y de las personas, su habilidad para la negociación, etc., están al servicio del cliente, pero, aun después de haber tomado a su cargo el caso, no enteramente según los términos de éste, sino también en un grado importante, según sus propios términos. Desde un punto de vista sociológico eso significa que está “manipulando recompensas” de modo de alcanzar efectos importantes para influir en la conducta del cliente. Esta influencia opera no sólo a través de lo que el cliente “obtiene” en el sentido de alcanzar sus metas originales en vista de las cuales consultó a un abogado, sino a través del impacto que tiene sobre el cliente la actitud del abogado, la aprobación expresada o implícita de su objetivo, como tan legitimo que un abogado está dispuesto a ayudar a alcanzarlo, mientras que otros de los elementos del objetivo del cliente son desaprobados y se le rehúsa la ayuda para obtenerlos. 
               El resultado final de estas consideraciones de lugares comunes, es que el sociólogo debe considerar las actividades de la profesión legal como uno de los muy importantes mecanismos por los cuales se mantiene un relativo equilibrio de estabilidad en una sociedad dinámica y bastante precariamente equilibrada. Lo más significativo es que una pauta de análisis, elaborada en un contexto enteramente diferente, el aspecto psicoterapéutico del rol del médico, resulta aplicable también en este campo. Esto es algo de lo que yo mismo no me percaté, hasta que intenté hilar algunos pensamientos sobre la profesión legal para esta ocasión.
Tomado de:
 TALCOTT PARSONS
"Ensayos de Teoría Sociológica"

PAIDOS, Buenos Aires

Sin fecha de publicación. 

Pág. 35 y siguientes.
� El estructural funcionalismo, corriente teórica, en la cual el mismo Parsons es la figura más destacada, crea el concepto “funciones sociales” y lo define como la contribución  o el aporte que un elemento de un sistema social hace a la mantención del todo. Los resultados o contribuciones más visibles y reconocidas las llaman manifiestas y a aquella más ocultas, que no son reconocidas o de las que se habla poco, las llaman tácitas o no manifiestas.  





PAGE  
10

